 En la ciudad de Pergamino, reunidos en Acuerdo Ordinario los Sres. Jueces de la Excma. Cámara de Apelación en lo Civil y Comercial del Departamento Judicial Pergamino, para dictar sentencia en la causa N° 5088-23 caratulada "BANCO COMAFI S.A.  C/ FERREIRA MIGUEL SEBASTIAN S/ COBRO EJECUTIVO", Expte. 85.277 del Juzgado en lo Civil y Comercial n° 2, se practicó el sorteo de ley que determinó que la votación debía efectuarse en el siguiente orden: Graciela Scaraffia y Roberto Degleue, y estudiados los autos se resolvió plantear y votar las siguientes: 

C U E S T I O N E S:
I) ¿Se ajusta a derecho la sentencia apelada?.

II) ¿Qué pronunciamiento corresponde dictar?.

A la primera cuestión la señora Jueza Graciela Scaraffia dijo:

El Sr. Juez de primera instancia resolvió desestimar la excepción de inhabilidad de título planteada por el accionado, con costas a su cargo, y mandar llevar adelante la ejecución hasta tanto el ejecutado Miguel Sebastián Ferreira haga al acreedor Banco Comafi S.A. íntegro pago del capital reclamado de $297.302,28  con más los intereses liquidados en la forma pactada, desde el día de la mora (10-7-2019), con la salvedad de que se evaluará si los mismos son excesivos y contrarios a la moral y buenas costumbres en el momento procesal de examinar la liquidación.
Disconforme con lo resuelto, apela la parte demandada el 6-9-2023, concedido el recurso en relación el 11-9-2023, fundado el 15-9-2023, habiendo la contraria contestado el traslado conferido el 29-9-2023.  

Elevados los autos a esta Alzada, en fecha 12-10-2023 se dicta el llamamiento de autos, providencia que, firme a la fecha deja la causa en condiciones de ser fallada.

El quejoso centra su critica en que el título cuya ejecución se  intenta no resulta hábil para sostener la ejecución debido a que sustenta un préstamo que jamás le fue conferido a su persona y que como bien surge de la prueba pericial contable fue conferido a Grupo Brickman S.R.L. y solicitado por el recurrente en su carácter de gerente de la empresa, con quien la actora tuvo la real vinculación económica. Afirma que el tomador del crédito no fue el firmante, o sea él, y las clausulas insertas en el mismo son falsas, lo que conforme la ley vigente impide la prosecución del reclamo.

Considera que yerra el magistrado de grado al afirmar que el crédito no resulta de consumo.

Le achaca al a-quo una completa falta de valoración de la prueba pericia contable, de la que entiende surge claramente que nunca tomo crédito alguno y que tampoco hizo pagos a título personal. Como corolario, sostiene que claramente la contraria pretende ejecutarle un crédito otorgado a un tercero.
Subsidiariamente, para el caso de no hacerse lugar a lo planteado impugna el monto de condena consignado en la sentencia recurrida, el cual no ha considerado los pagos que se detallan en la pericia oportunamente practicada en el marco de este proceso.

La contraria al contestar el traslado conferido rebate los argumentos expuestos por el apelante y peticiona el rechazo del recurso deducido. 

Entrando a resolver, en primer lugar debo señalar que coincido con la solución propuesta y los fundamentos expuestos por el señor Juez de primera instancia en cuanto ha resuelto que no corresponde calificar la relación bancaria y cambiaria ventilada en autos como "de consumo", habida cuenta que no se ha demostrado que su utilización haya tenido el destino final que exige la norma (argto. art. 1, 36 y ccs. Ley 24.240). 

Todo lo contrario, emerge de la actividad probatoria de la causa que con idéntica fecha de creación (26-4-2018) y por igual suma de dinero ($400.000) se instrumentaron el pagaré (firmado por accionado) y el contrato de préstamo financiero (entre Banco Comafi y Grupo Brickman S.R.L., firmando el ejecutado como socio gerente de la sociedad), lo que me lleva al convencimiento de que el pagaré suscripto por el demando se hizo a fin de afianzar las obligaciones del Grupo Brickman S.R.L. con la entidad financiera. 

Como consecuencia de ello, debe confirmarse la inexistencia de la relación de consumo declarada en primera instancia, lo que torna inaplicable al caso la Ley 24.240. y por el contrario aplicable en toda su extensión las normas emanadas del decreto ley 5965/63.

Sentado lo que precede, y encuadrada así la cuestión, en miras a expedirme sobre la inhabilidad de título opuesta, resulta propicio destacar que las defensas contenidas en el art. 542 inc. 4 del CPCC tienen que referirse únicamente a las formas extrínsecas del título y no a la causa de la obligación, pues el acreedor ha preconstituído un título de deuda conforme el art. 521 y ccs. del CPCC que da lugar a un juicio ejecutivo con defensas restringidas, quedando para el juicio de conocimiento posterior las que se intentasen para contrariar el crédito expresamente documentado (art. 551 CPCC).

En el mismo sentido jurisprudencialmente se ha dicho que "El art. 542 inc. 4º del CPCC dispone que la excepción de inhabilidad debe limitarse a las formas extrínsecas del título y margina en forma expresa, toda discusión en torno a la legitimidad de la causa de la obligación. De allí, que la misma sólo resulte viable cuando se cuestiona la idoneidad jurídica de aquél, sea por no figurar entre los que enumera la ley por no reunir los recaudos a que ésta condiciona su fuerza ejecutiva o por ausencia de la legitimación sustancial en el ejecutante o en el ejecutado, por no ser las mismas personas que en el título se mencionan en calidad de acreedor o deudor. Es que la solución contraria importaría desvirtuar la naturaleza sumaria del juicio ejecutivo y supeditar la pretensión que constituye el objeto de éste a contingencias probatorias que deben ser materia del proceso de conocimiento posterior (CC0101 LP 235337 RSD-73-00 S 30/03/2000 JUBA B101318)

En efecto, del tratamiento de la excepción de inhabilidad de título quedan marginadas cuestiones ajenas a su validez formal, como acontece en la especie con las alegaciones que versan sobre cuestionamientos relativos a la titularidad del crédito, calidad de deudora y préstamo bancario vinculado pues son temas que exceden el marco del proceso ejecutivo, que remiten necesariamente al estudio de la causa de la obligación y que solamente podrán ventilarse en un juicio de conocimiento posterior (art. 551 del CPCC).

Resultando de consideración adunar al respecto que "En rigor de verdad, la existencia de la deuda se niega, en la práctica, con el desconocimiento de la firma inserta en el título que se ejecuta. Lo contrario importa ponerse en contradicción con sus propios actos. Para negar la deuda, hay que desconocer la firma. Si yo niego adeudarle dinero a fulano de tal, pues lo primero que debo hacer es negar que he firmado un pagaré a su favor; no basta con oponer excepción de inhabilidad de título (art. 542 inc. 4 del CPCC) porque ello es además de insuficiente, contradictorio con su conducta anterior, deliberada, jurídicamente relevante y plenamente eficaz" (CC0002 LM 841 RSI-94-5 I 14/06/2005 JUBA B3400728). Y en la especie nada de ello aconteció, en tanto el ejecutado en ningún momento desconoció la firma inserta en el pagaré.  

Por tal razón, considero al igual que el magistrado de grado, que el pagaré resulta hábil en el marco del presente proceso, sin perjuicio de lo que eventualmente pueda discurse sobre la causa subyacente al título en un eventual juicio de conocimiento posterior (arts. 542 inc. 4, 551 y ccs. del CPCC).
Finalmente, y sin perjuicio de lo anteriormente expuesto, con respecto al agravio subsidiario referente a que al monto de condena no se le han considerado diversos pagos que se detallan en la pericia contable, estimo que al discrepar con ello y pretender la imputación de los mismos, debió a su vez estimar el valor que creía corresponder, puesto que la mera disconformidad no satisface la exigencia establecida por el art. 260 del CPCC. 

De esta manera, es necesario que el impugnante indique donde consta el error en el suma de dinero de condena, cuál era la que debía tomarse y, por último, expresar el monto que correspondería.
En la especie, el apelante no ha cumplido con la labor de una completa fundamentación, pues no sólo no indica donde se halla ínsito el error, sino que tampoco señala el monto que debería tenerse en consideración, lo que sella la suerte adversa del intento impugnatorio (argto. art. 260 CPCC).
Por las razones dadas, citas legales de referencia y con el alcance indicado,

VOTO POR LA AFIRMATIVA.
A la misma cuestión la señor Juez Roberto Degleue por análogos fundamentos votó en el mismo sentido.-

A la segunda cuestión la señora Jueza Graciela Scaraffia dijo: De conformidad al resultado habido al tratarse la cuestión precedente, estimo que el pronunciamiento que corresponde dictar es: 

Rechazar el recurso de apelación deducido por el demandado y confirmar el fallo apelado. 

Imponer las costas de Alzada al apelante vencido (art. 68CPCC). 

Diferir la regulación de honorarios profesionales para su oportunidad (art. 31 Ley 14.967).

ASI LO VOTO. 
A la misma cuestión el señor Juez Roberto Degleue por análogos fundamentos votó en el mismo sentido.-

Con lo que terminó el presente Acuerdo, dictándose la siguiente;

S E N T E N C I A:

Rechazar el recurso de apelación deducido por el demandado y confirmar el fallo apelado. 

Imponer las costas de Alzada al apelante vencido (art. 68CPCC). 

Diferir la regulación de honorarios profesionales para su oportunidad (art. 31 Ley 14.967).

Regístrese. Notifíquese por Secretaría (Ac. 4013 y mod. SCBA) remitiéndose copia digital de la presente sentencia a los domicilios electrónicos de las respectivas partes. Devuélvase.
REFERENCIAS:
Funcionario Firmante: 15/02/2024 10:33:55 - SCARAFFIA Graciela Hilda - JUEZ

Funcionario Firmante: 15/02/2024 10:38:41 - DEGLEUE Roberto Manuel - JUEZ

Funcionario Firmante: 15/02/2024 12:32:26 - MARTINEZ Nicolas - SECRETARIO DE CÁMARA
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